
Artículo 21. Consecuencias de la simultaneidad. 
 
1. Al interponer el recurso de reposición, el interesado hará constar que no ha 
impugnado el mismo acto en la vía económico-administrativa. 
 
Si pese a ello se acreditase la existencia de una reclamación sobre el mismo asunto y 
anterior al recurso de reposición, se declarará la inadmisión de este último y se remitirá 
el expediente que pueda existir al tribunal económico-administrativo que esté 
tramitando la reclamación. 
 
2. Los tribunales económico-administrativos declararán inadmisible toda reclamación 
relativa a cualquier acto de la Administración cuando conste que dicho acto ha sido 
previamente impugnado mediante recurso de reposición y que este no ha sido resuelto 
expresamente y no puede entenderse desestimado por silencio administrativo. En este 
supuesto, el órgano administrativo que haya dictado el acto reclamable remitirá al 
tribunal competente una copia del escrito de interposición del recurso de reposición y de 
la reclamación junto con una diligencia en la que se ponga de manifiesto la existencia 
del recurso de reposición y, por tanto, la no procedencia de la remisión del expediente 
correspondiente. El tribunal podrá solicitar la documentación complementaria que 
considere necesaria para determinar la procedencia de la inadmisión. 
 
Artículo 22. Efectos de la interposición respecto al ejercicio de otros recursos. 
 
La interposición del recurso de reposición interrumpe los plazos para el ejercicio de 
otros recursos, que volverán a contarse desde su inicio a partir del día siguiente a aquel 
en que el recurso de reposición pueda entenderse presuntamente desestimado o, en 
cualquier caso, a partir del día siguiente a la fecha en que se hubiera practicado la 
notificación expresa de la resolución del recurso. 
 
Artículo 23. Iniciación. 
 
1. El escrito de interposición deberá incluir las alegaciones que el interesado formule 
tanto sobre cuestiones de hecho como de derecho. A dicho escrito se acompañarán los 
documentos que sirvan de base a la pretensión que se ejercite. 
 
2. Cuando se solicite la suspensión del acto impugnado al tiempo de presentar el 
recurso, al escrito de iniciación del recurso deberá acompañarse el documento en que se 
formalice la garantía constituida de entre las señaladas en el artículo 224.2 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
 
Artículo 24. Puesta de manifiesto del expediente. 
 
Si el interesado desea examinar el expediente administrativo para formular sus 
alegaciones, deberá comparecer a tal objeto ante el órgano actuante a partir del día 
siguiente al de la notificación del acto administrativo que se impugna y antes de que 
finalice el plazo de interposición del recurso. 
 
En este supuesto, el órgano competente tendrá la obligación de poner de manifiesto el 
contenido del expediente estrictamente relacionado con el acto objeto de impugnación o 



la documentación relativa a las actuaciones administrativas concretas que hayan sido 
expresamente solicitadas y guarden relación con el acto impugnado. 
 
Una vez presentado el recurso no se podrá ejercer el derecho a examinar el expediente a 
efectos de formular alegaciones. 
 
Artículo 25. Suspensión del acto impugnado. 
 
1. La mera interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto 
impugnado. 
 
No obstante, a solicitud del interesado se suspenderá la ejecución del acto impugnado en 
los siguientes supuestos: 
 
Cuando se aporte alguna de las garantías previstas en el artículo 224.2 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en los términos previstos en este 
artículo. 
 
Sin necesidad de aportar garantía, cuando se aprecie que al dictarlo se ha podido incurrir 
en error aritmético, material o de hecho. 
 
Tratándose de sanciones que hayan sido objeto de recurso de reposición, su ejecución 
quedará automáticamente suspendida en periodo voluntario sin necesidad de aportar 
garantías hasta que sean firmes en vía administrativa. 
 
2. La solicitud de suspensión con aportación de las garantías que señala el artículo 224.2 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, suspenderá el procedimiento de recaudación 
relativo al acto recurrido. 
 
El recurrente podrá solicitar la suspensión cuyos efectos se limitarán al recurso de 
reposición. 
 
Las garantías que se constituyan podrán extender su eficacia, en su caso, a la vía 
económico-administrativa posterior. En este caso, la garantía mantendrá sus efectos en 
el procedimiento económico-administrativo en todas sus instancias. 
 
Asimismo, si el interesado lo considera conveniente, y sin perjuicio de la decisión que 
adopte el órgano judicial en la pieza de medidas cautelares, la suspensión podrá 
solicitarse con extensión de sus efectos a la vía contencioso-administrativa. 
 
3. La garantía deberá cubrir el importe del acto impugnado, los intereses de demora que 
genere la suspensión y los recargos que pudieran proceder en el momento de la solicitud 
de suspensión. 
 
Cuando la garantía consista en depósito de dinero o valores públicos, los intereses de 
demora serán los correspondientes a un mes si cubre sólo el recurso de reposición. Si 
extendiese sus efectos a la vía económico-administrativa, deberá cubrir además el plazo 
de seis meses si el procedimiento de la reclamación es el abreviado, de un año si el 
procedimiento de la reclamación es el general y de dos años si la resolución es 
susceptible de recurso de alzada ordinario. 



 
4. La solicitud de suspensión se presentará ante el órgano que dictó el acto, que será 
competente para tramitarla y resolverla. 
 
5. La solicitud de suspensión deberá ir necesariamente acompañada del documento en 
que se formalice la garantía aportada, constituida a disposición del órgano competente a 
que se refiere el apartado anterior. Cuando la solicitud no se acompañe de la garantía a 
que se refiere el artículo 224.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, aquella no surtirá efectos suspensivos y se tendrá por no presentada a todos 
los efectos. En este supuesto se procederá al archivo de la solicitud y a su notificación al 
interesado. 
 
Si, posteriormente, la resolución que recayese en el recurso de reposición fuese objeto 
de reclamación económico-administrativa y la suspensión hubiese extendido sus efectos 
a dicha vía, el documento en que se formalice la garantía deberá ser puesto a disposición 
del órgano competente para la recaudación del acto objeto de reclamación por parte del 
órgano que dictó el acto. 
 
El documento en que se formalice la garantía deberá incorporar las firmas de los 
otorgantes legitimadas por un fedatario público, por comparecencia ante la 
Administración autora del acto o generadas mediante un mecanismo de autenticación 
electrónica. Dicho documento podrá ser sustituido por su imagen electrónica con su 
misma validez y eficacia, siempre que el proceso de digitalización garantice su 
autenticidad e integridad. 
 
6. Si la solicitud acredita la existencia del recurso de reposición y adjunta garantía 
bastante, la suspensión se entenderá acordada a partir de la fecha de la solicitud y dicha 
circunstancia deberá notificarse al interesado. 
 
7. Cuando sea necesaria la subsanación de defectos del documento en que se formalice 
la garantía de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2.2 y aquellos hayan sido 
subsanados, el órgano competente acordará la suspensión con efectos desde la solicitud. 
El acuerdo de suspensión deberá ser notificado al interesado. 
 
Cuando el requerimiento de subsanación haya sido objeto de contestación en plazo por 
el interesado pero no se entiendan subsanados los defectos observados, procederá la 
denegación de la suspensión. 
 
8. Cuando se solicite la suspensión en un momento posterior a la interposición del 
recurso, los efectos suspensivos se producirán, de concurrir los requisitos expuestos en 
los apartados anteriores, a partir del momento de presentación de la solicitud. 
 
9. Cuando en los supuestos de estimación parcial de un recurso deba dictarse una nueva 
liquidación, la garantía aportada quedará afecta al pago de la nueva cuota o cantidad 
resultante y de los intereses de demora calculados de acuerdo con el artículo 26.5 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
 
10. Si en el momento de solicitarse la suspensión la deuda se encontrara en periodo 
voluntario de ingreso, con la notificación de su denegación se iniciará el plazo previsto 



en el artículo 62.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, para que dicho ingreso sea 
realizado. 
 
De realizarse el ingreso en dicho plazo, procederá la liquidación de los intereses de 
demora devengados a partir del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en 
periodo voluntario hasta la fecha del ingreso realizado durante el plazo abierto con la 
notificación de la denegación. De no realizarse el ingreso, los intereses se liquidarán 
hasta la fecha de vencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de los que puedan 
devengarse con posterioridad conforme a lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre. 
 
Si en el momento de solicitarse la suspensión la deuda se encontrara en periodo 
ejecutivo, la notificación del acuerdo de denegación implicará que deba iniciarse el 
procedimiento de apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, de no haberse iniciado con anterioridad a dicha 
notificación. 
 
11. Las resoluciones denegatorias de la suspensión serán susceptibles de reclamación 
económico-administrativa ante el tribunal al que correspondería resolver la 
impugnación del acto cuya suspensión se solicita. 
 
12. Los casos de suspensión regulados en una norma específica se regirán por lo 
establecido en ella. 
 
Artículo 26. Interesados en el procedimiento. 
 
1. Si durante la tramitación del procedimiento se advierte la existencia de otros titulares 
de derechos o intereses legítimos que no hayan comparecido en aquel, se les notificará 
la existencia del recurso para que formulen alegaciones en el plazo de 10 días contados 
a partir del día siguiente al de la notificación. 
 
2. Si el órgano competente estima pertinente examinar y resolver cuestiones no 
planteadas por los interesados, las expondrá a los que estuvieren personados en el 
procedimiento y les concederá un plazo de 10 días, contados a partir del día siguiente al 
de la notificación de la apertura de dicho plazo, para que formulen alegaciones. 
 
Artículo 27. Notificación de la resolución. 
 
La resolución expresa que se dicte deberá ser notificada al recurrente y a los demás 
interesados, si los hubiera. 


